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El Concierto Económico, la fiscalidad  
del futuro y su encaje internacional

La globalización y la evolución de las tecnologías están obligando a revisar las bases sobre 
las que tradicionalmente se ha sustentado el orden tributario internacional, desplazando la 
preocupación por evitar la doble imposición internacional a la atención por eludir la doble 
no imposición. En este proceso, la eliminación del secreto bancario y de los paraísos fiscales, 
las nuevas y más efectivas vías de la colaboración administrativa y el intercambio de infor-
mación se convierten en el nuevo paradigma impulsado por los actores internacionales: el 
G-20, la OCDE y las Unión Europea. Desde este punto de vista, las administraciones tribu-
tarias están involucradas y comprometidas con el éxito del proceso. Por ello, el Concierto 
Económico debe también adaptarse a la nueva realidad internacional, incorporando las mo-
dificaciones necesarias para que las Instituciones competentes del País Vasco actúen, con 
todas sus consecuencias, en el que será el nuevo escenario tributario internacional.

Teknologien globalizazioaren eta bilakaeraren ondorioz, berriro aztertu behar dira orain arte na-
zioarteko zerga-antolamenduaren arloan funts izan diren oinarriak; izan ere, nazioarteko zerga-
petze bikoitza saihesteko ardura alde batera utzi behar da, eta orain, berriz, ez-zergapetze bikoi-
tzari itzuri egiteaz arduratu. Prozesu honetan, bankuko sekretua eta zerga-paradisuak ezabatzea 
eta administrazioen arteko lankidetza bermatzeko eta informazioa elkartrukatzeko bide berri 
eraginkorragoak bilakatu dira nazioarteko eragileek (G-20k, ELGEk eta Europar Batasunak) 
bultzatzen duten paradigma berria. Ikuspegi horretatik begiratuta, zerga arloko administrazioak 
buru-belarri jarduten dute eta beren beregiko konpromisoa hartu dute prozesu horrek aurrera 
egin dezan. Horrenbestez, Ekonomia Ituna ere nazioarteko errealitate berriari egokitu behar 
zaio, Euskal Autonomia Erkidegoko erakunde eskudunek, ondorio guztiekin, nazioarteko zer-
ga-agertoki berrian jarduteko egin behar diren aldarazpen guztiak abiaraz ditzaten.

The traditional pillars of the international tax order are under revision due to the huge 
impact of globalization and new technologies on the different ways economic operators 
perform. Their target is moving from action aimed at eliminating double taxation to a 
response to prevent double non taxation. In this process, the end of the bank secrecy era and 
tax havens, new and more effective tools for international collaboration and for information 
exchange among tax administrations are the fundamentals of the new tax order, sponsored 
by international organizations, such as the G-20, the OECD and the EU. That being so, tax 
administrations are involved and committed to achieve a successful outcome. Therefore, the 
Basque Economic Agreement must also adapt to the new international order by updating its 
legal regulation in such a way that the Basque Country Institutions are able to act with full 
implication in the international tax order-to-be.
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1.	 INTRODUCCIÓN

Parece que fue ayer, y sin embargo ha pasado ya más de un lustro, cuando afir-
mábamos, allá por 2010 (Rubí Cassinello, 2010), que se iniciaba una nueva etapa 
para el Concierto Económico, en la que su dimensión interna de relación con los 
otros sistemas tributarios del Estado español iba a pasar a un segundo plano ante el 
hecho real de la irrupción del Concierto Económico en el escenario fiscal interna-
cional, coincidiendo con el inicio de la transformación de las bases sobre las que se 
asienta el orden tributario mundial.

Desde la recuperación del Concierto Económico en 19811 sus circunstancias han 
cambiado de forma radical, tanto desde el punto de vista de las competencias que en 

* José Rubí Cassinello es el Secretario General Técnico y Gemma Martinez Bárbara es la Jefa del Servicio 
de Política Fiscal, ambos del Departamento de Hacienda y Finanzas de la Diputación Foral de Bizkaia.

1  Para Bizkaia y Gipuzkoa porque, como es sabido tanto el Territorio Histórico de  Araba/Álava como 
Navarra mantuvieron su particular status económico-financiero durante la dictadura franquista, 
mientras que aquéllos lo perdieron al ser considerados por ésta territorios «traidores» por su alineación 
con la república en la contienda civil.
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materia tributaria reconoce a las instituciones competentes de la Comunidad Autó-
noma del País Vasco y a la Comunidad Foral2, como desde el punto de vista del con-
texto, nacional e internacional, en el que dichas competencias han debido y deben 
ser ejercidas. Pero sin necesidad de retrotraernos a fechas tan lejanas en el tiempo, 
podemos constatar cómo el orden económico internacional en el año 2002, en que 
se pactan los términos del Concierto Económico vigente, parece casi tan alejado de 
la realidad actual como aquél de los Conciertos del siglo XIX. La globalización eco-
nómica, con la desaparición de fronteras nacionales y la eliminación de barreras al 
comercio internacional, unida a la evolución tecnológica y la explosión de la activi-
dad del sector financiero, absolutamente desvinculada de la economía real y someti-
da a sus propias reglas, exige que reflexionemos sobre si el ámbito competencial en 
materia tributaria que el Concierto Económico reconoce  a las Instituciones del País 
Vasco se adecúa o no al nuevo panorama internacional en el que debe desplegar su 
actividad y si asegura que las Haciendas Forales puedan asumir el protagonismo que 
resulta exigible a una administración tributaria que debe dar respuesta a los retos 
que dicho panorama plantea.

Para dar cumplimiento a ese objetivo comenzaremos por hacer un diagnóstico 
sobre la precaria salud de las finanzas públicas materializada en una creciente pérdi-
da de ingresos fiscales. La causa de esta situación no solo radica en la crisis sistémica 
en que el escenario económico internacional se ha instalado, sino que caben desta-
car otros factores como la, cada vez más polémica, competencia fiscal entre las dis-
tintas jurisdicciones, que pugnan por atraer la inversión exterior aun a costa de sa-
crificar elementales principios de justicia tributaria, o la generalización por parte de 
actores económicos internacionales de prácticas que, si bien no pueden calificarse 
directamente de fraudulentas, se encuentran, en muchos casos, en la difusa frontera 
que separa la evasión fiscal, la elusión y la planificación fiscal agresiva. A continua-
ción, nos ocuparemos de la respuesta que los actores internacionales –administra-
ciones tributarias y gobiernos nacionales, agrupaciones gubernamentales internacio-
nales y grupos de presión– están dando al reto que plantea el nuevo escenario 
económico internacional que, en opinión de un sector doctrinal, determina que es-
temos asistiendo a un profundo cambio en los tradicionales paradigmas en que se 
ha desarrollado la fiscalidad internacional desde los albores del siglo pasado. Final-
mente, profundizaremos en la idoneidad de las herramientas que ofrece el Concier-
to Económico vigente en el actual contexto económico internacional, así como en  
la evolución del protagonismo de las haciendas vascas en el proceso de transforma-
ción del nuevo orden de fiscalidad internacional e intentaremos identificar las ca-
rencias del texto concertado a fin de proponer soluciones a las mismas. Terminare-
mos con una reflexión final.

2   El régimen de Convenio es sustancialmente idéntico al de Concierto por lo que, en adelante, nos 
referiremos en exclusiva a éste último, siendo las conclusiones extrapolables a ambos.
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2.	 EL ESCENARIO INTERNACIONAL

Es un lugar común en la literatura especializada la constatación de una contradic-
ción creciente entre la globalización económica y financiera y el mantenimiento y sal-
vaguarda de la tradicional soberanía de los sistemas fiscales nacionales. La liberaliza-
ción del comercio y de las relaciones internacionales, alentada por las facilidades que 
las nuevas tecnologías ponen al servicio de los actores económicos y financieros inter-
nacionales, viene provocando una creciente integración económica de los mercados 
favorecida por la liberalización de las políticas que, si bien sirve a un escenario en que 
las oportunidades se multiplican generando grandes beneficios a escala mundial, tam-
bién lleva aparejados efectos negativos desde el punto de vista económico y social. 

De hecho, como nuestra historia reciente demuestra, los países se revelan más y 
más vulnerables a las turbulencias y crisis económicas y a la evasión y el fraude fis-
cal. En un mundo caracterizado por el dominio de las empresas multinacionales so-
bre la economía global, la liberalización del comercio y la integración de los merca-
dos,  los grandes operadores económicos se encuentran en un campo abonado para 
el fraude y la evasión fiscal, minando la soberanía tributaria de los países y reducien-
do sus ingresos tributarios. El cada vez más debilitado secreto bancario y la innega-
ble existencia de jurisdicciones que todavía pueden ser calificadas como paraísos fis-
cales agudizan indudablemente esta situación. El efecto sobre los presupuestos 
nacionales adquiere una gravedad extraordinaria elevando los déficits nacionales y la 
deuda pública a cotas difícilmente asumibles y  sometiendo, por ello, a una dura 
prueba a los gobiernos, que pone en cuestión, en muchos casos, el propio manteni-
miento de las políticas públicas.

En el marco de la Unión Europea, además, el sometimiento de las finanzas públi-
cas a unas reglas de juego que para algunos resultan excesivamente estrictas, ha provo-
cado que, determinados países, ante la situación de crisis de deuda soberana en la que 
se han visto inmersos,  se hayan visto compelidos a solicitar el rescate por parte de sus 
socios y acreedores. Éstos, a cambio, han impuesto unas condiciones de supervisión 
presupuestaria y de reformas que, en la práctica, han secuestrado su capacidad para 
adoptar decisiones en materia de política económica y fiscal, con independencia de la 
ideología de los responsables elegidos democráticamente en los respectivos países. Un 
buen ejemplo lo tenemos en la situación por la que atraviesa Grecia en estos momen-
tos, con un gobierno electo que ha basado su victoria electoral en unas promesas que 
se están revelando de difícil, si no imposible, aplicación en la práctica.

Si nos fijamos en el Estado español, podemos observar cómo, tras más de siete 
años desde el estallido de la crisis económica internacional, los ingresos fiscales se 
han situado en 2014, en términos absolutos, en poco más del 80 por ciento de los 
que se obtuvieron en el año previo al inicio de aquélla en 2007. Es obvio que esta si-
tuación no puede achacarse en exclusiva a la crisis económica internacional, ni si-
quiera a las peculiares bases en que España había basado su, aparentemente, modéli-
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co crecimiento en los años de la burbuja inmobiliaria, financiado año tras año con 
apelación al crédito exterior, que la ha situado como una de las economías más en-
deudadas de la Unión Europea.  En concreto, según Hernández y López (2014), la 
recaudación de ingresos públicos se situó en 2013 en 386.250 millones de euros 
(37,8% del PIB), lo que supone una reducción de 46.851 millones de euros (3,4 
puntos de PIB) en relación con la observada en 2007, lo que implica una caída del 
11%. Además, debe tenerse en cuenta que durante este período se adoptaron deci-
siones impositivas que generaron un aumento de la recaudación de alrededor 2,7 
puntos de PIB. Si se elimina el impacto de estos incrementos impositivos de la re-
caudación observada en 2013, la reducción de ingresos en el período 2007– 2013 al-
canzaría el 17%, equivalente a 6 puntos porcentuales de PIB.

Pero volviendo al escenario internacional, la viabilidad de los sistemas fiscales se 
está convirtiendo en una de las preocupaciones prioritarias de los distintos gobier-
nos en el contexto económico de globalización que hemos descrito. Esta preocupa-
ción no solo se pone de manifiesto en la adopción de las medidas de política econó-
mica idóneas para superar la crisis sistémica, cuya salida empieza a vislumbrarse, 
sino que está situando en primera línea de la agenda de los organismos interguber-
namentales, la necesidad de luchar contra la evasión y la elusión fiscal, como una de 
las medidas esenciales dirigidas a asegurar dicha viabilidad, a la vez que contribuye a 
garantizar la equidad de los sistemas tributarios y la eficiencia de los mercados.

Sin embargo, la globalización económica y el aprovechamiento por las empresas 
transnacionales de las oportunidades que ofrece un orden fiscal internacional cuyas 
reglas no se adecuan a las características y al proceder de los operadores en la econo-
mía global del siglo XXI, no es el único obstáculo al que se enfrentan las administra-
ciones fiscales a la hora de asegurar la eficiencia y la equidad de los sistemas tributa-
rios, hasta el punto de que podríamos afirmar que el «enemigo» está, en muchas 
ocasiones, en el seno de los propios gobiernos. Por un lado, la incapacidad de los es-
tados para romper con el principio de soberanía tributaria nacional condiciona de 
manera decisiva su capacidad para enfrentarse a la recaudación de bases imponibles 
en el caso de actores económicos cada vez más móviles, singularmente las empresas 
multinacionales, que aprovechan los espacios que la contradicción de las normativas 
tributarias ofrece para minimizar su factura imponible, situando aquéllas, a su con-
veniencia, en los territorios en los que consiguen una menor tributación. El proble-
ma se agrava ante la constatación del fenómeno conocido en fiscalidad internacional 
como race to the bottom consistente en que aquellas jurisdicciones interesadas en 
atraer la inversión extranjera, diseñan medidas fiscales favorecedoras de la deslocali-
zación, facilitando el arbitraje normativo por parte de dichas empresas y abonando 
la planificación fiscal, en abierta contradicción con los objetivos que se presumen 
comunes a la comunidad internacional.

Las consecuencias de esta situación son de distinta naturaleza, puesto que no 
solo suponen un claro perjuicio para las arcas públicas, sino que implican una des-
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ventaja para las empresas que operan en los países en los que aquéllas consiguen 
evadir la factura fiscal que tienen que competir en situación de evidente inferiori-
dad. Por último, los contribuyentes se ven perjudicados a título individual, en la 
medida que tienen que soportar la mayor carga tributaria que se deriva del hecho de 
que las empresas que realizan sus actividades en su territorio, reducen su factura fis-
cal mediante el traslado de sus ingresos fuera de su jurisdicción, lo que conlleva una 
percepción generalizada de desánimo social con el consiguiente riesgo de ruptura 
del contrato social.

3.	 LA RESPUESTA DE LA COMUNIDAD INTERNACIONAL

Desde luego, el fenómeno de la deslocalización y la planificación fiscal no es 
algo nuevo que haya aparecido en la escena internacional en los últimos años. Como 
tampoco lo es la competencia fiscal entre países, entendida como actuaciones de los 
gobiernos en el ámbito fiscal dirigidas bien a la atracción de inversiones a su territo-
rio, bien al mantenimiento en el mismo de las existentes. Es obvio que las empresas 
internacionalizadas tienen todo el derecho a situar sus activos e inversiones y desa-
rrollar sus actividades productivas en aquéllos lugares que sirven mejor a sus intere-
ses, siempre que, por supuesto se respete la normativa vigente en los países en los 
que se establezcan. Y no es menos cierto que una sana competencia fiscal entre paí-
ses, que podríamos calificar de benigna para diferenciarla claramente de la llamada 
competencia fiscal perjudicial o nociva, puede producir evidentes beneficios en tan-
to que, por un lado, obliga a los gobiernos a ajustar sus ingresos fiscales de manera 
más eficiente a las necesidades de sus ciudadanos y, por otro, facilita el asentamiento 
de empresas en su territorio que, a la postre, generará nueva actividad, y por ende, 
beneficios imponibles en el ámbito nacional.

La dificultad está en encontrar el punto de equilibrio entre las actuaciones guber-
namentales tendentes a presentar su jurisdicción como atractiva para el establecimien-
to de actividades económicas y la realización de inversiones sin que resulten claramen-
te perjudiciales para otros países o para el conjunto de la comunidad internacional. Si 
en particular nos circunscribimos al ámbito UE, los obstáculos resultan ser casi insu-
perables, en la medida en que los gobiernos europeos pueden verse limitados por el 
propio Tratado a la hora de diseñar políticas fiscales atractivas para los inversores. Por 
otro lado, la planificación fiscal requiere medidas de las administraciones tributarias 
destinadas a asegurar que las empresas se muevan en sus diseños fiscales en paráme-
tros que no comprometan ni la letra ni el espíritu de la normativa tributaria.

Bien es verdad que los esfuerzos de los organismos que asumen algún protagonis-
mo en el ámbito fiscal internacional, se han dirigido tradicionalmente a establecer 
procedimientos destinados a evitar la doble imposición internacional. Significativa-
mente, la OCDE desde su fundación en 1960, se ha ocupado, a través de su Comité de 
Asuntos Fiscales, de proponer una serie de instrumentos, cuyas manifestaciones más 
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esenciales la constituyen el Modelo de Convenio para evitar la Doble Imposición sobre la 
Renta y el Patrimonio y la Guía de precios de transferencia, dirigidos a evitar que las 
mismas rentas sean gravadas más de una vez (doble imposición económica) o que lo 
sean por varias jurisdicciones (doble imposición jurídica). Sin embargo, aunque la do-
ble imposición de las rentas ha sido un problema  constante a solucionar por la fiscali-
dad internacional  prácticamente durante todo el siglo pasado, a fecha de hoy la situa-
ción ha cambiado de manera drástica. De la preocupación por evitar la doble 
imposición se ha pasado a la preocupación por evitar de manera preferente la doble 
no imposición, en la medida en que las condiciones propias de la economía global ac-
tual – el desarrollo de las nuevas tecnologías, la inmediatez de las comunicaciones, las 
facilidades para la deslocalización de las actividades económicas y la desmaterializa-
ción de la economía– unidas a la sofisticación de los medios a través de los cuales las 
empresas sitúan, a su conveniencia, las bases imponibles en los territorios de menor 
(incluso, nula) tributación, están generando una creciente inquietud en los gobiernos, 
que ven cómo las bases imponibles se distancian más y más de los lugares donde se 
realizan las actividades económicas y se generan beneficios, para situarse en otras ju-
risdicciones de baja o nula tributación, que ofrecen vehículos ad hoc para dichas prác-
ticas.3 Parece claro, que frente a esta situación, los tradicionales instrumentos en ma-
nos de las administraciones tributarias nacionales se revelan inadecuados y obsoletos. 

Las medidas unilaterales propias del siglo pasado, fundamentalmente  complejas 
normas antiabuso, que pretendían poner coto a la deslocalización de las bases económi-
cas e imponibles, e incluso los acuerdos bilaterales para facilitar el intercambio de infor-
mación o los instrumentos no vinculantes característicos de soft-law, están cediendo el 
protagonismo a nuevas herramientas impulsadas por distintos organismos políticos in-
ternacionales y organizaciones intergubernamentales (básicamente el G-20, la OCDE y 
la UE). Estas herramientas se van imponiendo de manera paulatina, lo que supone, en 
opinión de muchos, la asunción de un nuevo paradigma en la esfera tributaria interna-
cional; paradigma que se sustenta en un decidido impulso político común, comple-
mentado con el establecimiento de nuevas normas de cooperación multilaterales, al que 
se une la adopción de medidas normativas de represión que dificulten las actuaciones 
contrarias a los objetivos planteados, así como  de presión para exigir la colaboración de 
las jurisdicciones tradicionalmente poco proclives a ofrecerla.

3.1. El impulso político del G-20

Ya en 2009, los líderes del  G-204 declararon su preocupación por la evasión fis-
cal y acordaron adoptar acciones contra las jurisdicciones no cooperativas, incluidos 

3   Según OXFAM-INTERMÓN, 34 de las 35 empresas españolas que cotizan en el IBEX mantenían 810 
filiales en paraísos fiscales en 2013.

4   El G-20 es un foro donde se reúnen regularmente, desde 1999, jefes de Estado (o Gobierno), 
gobernadores de bancos centrales y ministros de finanzas. Está constituido por siete de los países más 



El Concierto Económico, la fiscalidad del futuro y su encaje internacional

319

Ekonomiaz N.º 88, 2.º semestre, 2015

los paraísos fiscales, pidiendo a sus instituciones financieras que informen a las au-
toridades tributarias de la residencia de sus clientes, asumiendo la posibilidad de im-
poner sanciones con el objetivo de proteger las finanzas públicas y los sistemas fi-
nancieros y afirmando, con absoluta solemnidad y rotundidad que «la era del secreto 
bancario había terminado”5. Desde entonces, en todas las cumbres del G-20, los líde-
res mundiales han manifestado su apoyo decidido a cuantas actuaciones se dirijan a 
luchar contra la evasión fiscal, significativamente en el ámbito de la transparencia y 
el intercambio de información y de la prevención de la erosión de bases imponibles. 

En la Cumbre de Los Cabos en 20126, se reconoce la dimensión del problema 
generado por la planificación fiscal agresiva (agressive tax planning) de las multina-
cionales (MNE) y se da un mandato a la OCDE para explorar cómo se produce y 
cómo se puede prevenir esta erosión de las bases fiscales. Los apoyos a las iniciativas 
de la comunidad internacional y, en particular, de las surgidas en el seno de la de la 
OCDE, se reiteran en las cumbres de 20137 (San Petersburgo) y 20148 (Brisbane).

3.2. El papel de la OCDE

Como ya hemos dicho la preocupación característica durante años de los orga-
nismos internacionales, y en particular de la OCDE como organismo que se ha veni-
do encargando desde su fundación de sentar las bases de la fiscalidad internacional, 
fue la de elaborar propuestas para evitar la doble imposición.

Sin embargo, la preocupación por la erosión de las bases imponibles fue puesta 
de manifiesto tempranamente por los países agrupados en la OCDE que, ya en 1996, 
encargaron a la  misma la elaboración un estudio con el objeto de «... desarrollar 
medidas para contrarrestar las distorsiones producidas por la competencia fiscal 
perjudicial sobre las decisiones de inversión y financiación..»., cuyo primer fruto fue 
el Informe sobre Competencia Fiscal Perjudicial: Una cuestión global emergente9, en 
1998. En el Informe se proponía la identificación de unos criterios universales de ge-
neral aceptación sobre qué debía entenderse por régimen perjudicial, y el estableci-
miento de un método de trabajo por el que estos criterios se utilizarían para proce-

industrializados —Alemania, Canadá, Estados Unidos, Francia, Italia, Japón y Reino Unido— (G-7), 
más Rusia (G-8), más once países recientemente industrializados de todas las regiones del mundo, y la 
Unión Europea como bloque económico.

5   2009 London G-20 Leaders Declaration:  
https://g20.org/wp-content/uploads/2014/12/London_Declaration_0.pdf

6   https://g20.org/wp-content/uploads/2014/12/G20_Leaders_Declaration_Final_Los_Cabos_0.pdf

7   Anexo Fiscal a la Declaración de los Líderes: G-20 Saint-Petersburg-G20-Leaders-Declaration-Tax-
Annex_0.pdf 

8   https://g20.org/wp-content/uploads/2014/12/brisbane_g20_leaders_summit_communique1.pdf

9   Aprobado por los Ministros de los países miembros de la OCDE, con la abstención de Suiza y 
Luxemburgo.

https://g20.org/wp-content/uploads/2014/12/brisbane_g20_leaders_summit_communique1.pdf
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der a un estudio detallado de todas las jurisdicciones «sospechosas» de serlo. Para 
dar efectividad a los trabajos se constituyó un grupo (Foro de Competencia Fiscal 
Perjudicial) encargado de elaborar una lista de paraísos fiscales así como de regíme-
nes perjudiciales, según los criterios del Informe10. Fruto de los trabajos del grupo 
fue un nuevo informe, este de 2000, «Informe sobre los progresos en la identificación y 
eliminación de prácticas fiscales perjudiciales», en el que se identificaron 41 jurisdic-
ciones que podían ser  consideradas paraísos fiscales según los criterios del Informe 
de 1998, aunque seis de ellas fueron eliminadas de la lista al comprometerse a reali-
zar las modificaciones necesarias en su régimen jurídico para eliminar el carácter 
perjudicial. En 2001 se produjo una modificación de naturaleza filosófica en el Foro 
al abandonarse el criterio de actividad sustancial como definitorio de las característi-
cas de un paraíso fiscal11 y centrar la atención en la transparencia (identificación de 
los titulares de activos y acceso a la información bancaria y contable) y el intercam-
bio de información (garantizar la información a requerimiento y la confidencialidad 
de la información); fruto de esta nueva orientación fue la publicación en 2002 de las 
«jurisdicciones no cooperativas» y la aprobación de un «Modelo de Acuerdo sobre 
Intercambio de Información en materia fiscal». Sin embargo, el avance a partir de 
este momento fue bloqueado por la actitud abiertamente obstruccionista de dos de 
los países miembros de la OCDE: Suiza y Luxemburgo, lo que llevó a una nueva 
orientación de los trabajos. En cualquier caso, el trabajo del grupo ha sido, y sigue 
siendo, fructífero, habiendo identificado más de 400 prácticas que pueden conside-
rarse «agresivas». 

Por su parte, el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información 
Tributaria, creado por la OCDE en 2000 incorporando a 32 países, inicia sus traba-
jos en el marco del desarrollo de estándares de transparencia y de intercambio de in-
formación a demanda (on request) a efectos fiscales, con la aprobación del señalado 
Modelo de 2002  y ve potenciada su labor a partir de 2009, en que se realza su prota-
gonismo, en su reunión en México, en respuesta a la propuesta de los líderes del 
G-20 para la adopción de normas y estándares más rigurosos en el ámbito de la 
transparencia y el intercambio de información. En la actualidad el Foro Global inte-
gra a 126 miembros.

Si, como hemos podido comprobar, la preocupación por las prácticas de com-
petencia fiscal nocivas ha sido constante en el seno de la OCDE, no es menos cierto 
que la lucha contra la evasión fiscal ha venido a imponerse en la agenda del organis-
mo internacional que, tradicionalmente ocupada en los problemas derivados de la 
doble imposición internacionales, ha visto como la planificación fiscal agresiva, el 
mantenimiento de los paraísos fiscales y la falta de cooperación entre los países, ha 

10   Aunque no es el lugar para profundizar en el contenido de los criterios, señalar que se caracterizan 
por la baja o nula tributación, falta de transparencia y ausencia de actividad económica sustancial.

11   A instancias de la administración americana que pretendía fijar más la atención en el carácter 
colaborativo de las distintas jurisdicciones.
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puesto en riesgo la sostenibilidad de las cuentas públicas. Si bien esta «novedad» en 
las prioridades de la OCDE se manifiesta con especial intensidad a partir de finales 
de los años 90 del siglo pasado, el punto de inflexión lo marca el impulso político 
asumido por el G-20 en la Cumbre de Los Cabos en 2012, cuando la OCDE asume 
un papel protagonista en la materia, que se traduce en dos actividades, que pasamos 
a describir someramente: el proyecto BEPS y el Modelo de Intercambio Automático 
de Información a efectos fiscales (Standard AEOI).

3.2.1. El proyecto BEPS

En respuesta al impulso del G-20 y la petición expresa de los Ministros de Hacien-
da, la OCDE presentó en 2013 el informe Lucha contra la erosión de la base imponible y 
el traslado de beneficios (BEPS, por su acrónimo en inglés: Base Erosion and Profit Shif-
ting) al que siguió, meses después, la puesta en marcha de un Plan de Acción (Plan 
BEPS) con dos objetivos relevantes. Por un lado, evitar la doble no imposición, o los 
supuestos de exención y baja o nula imposición asociados a prácticas de traslado artifi-
cial de las bases imponibles, diseñando nuevos estándares que aseguren la coherencia 
del Impuesto sobre Sociedades y la tributación de los beneficios allá donde se realizan 
las actividades productivas y la generación de valor añadido. Por otro, poner en manos 
de las administraciones tributarias un instrumento ágil que permita la disposición de 
la información fiscal relevante de sus obligados tributarios,  asegurando la confiden-
cialidad de los datos y dando la seguridad jurídica, certidumbre y predictibilidad nece-
saria para que aquéllos programen sus inversiones.

El Plan BEPS se compone de 15 acciones de diversa naturaleza que se acompa-
ñan de un ambicioso programa de implantación temporal según el cual debería cul-
minar a finales de 2015. De hecho el informe relativo a siete de ellas se ha presenta-
do dentro del plazo previsto, en septiembre de 2014. Por último, al Plan BEPS se 
caracteriza por su intención inclusiva al pretender la participación en el mismo no 
solo de los miembros de la OCDE sino también de las principales economías de paí-
ses no miembros de la OCDE o del G-20, actuando en calidad de Asociados, es de-
cir, en posición de igualdad con los miembros de la OCDE, sin perjuicio de la invi-
tación que se cursa además a otros países no miembros.

En cuanto al contenido del Plan12 hay cierto consenso en la doctrina acerca de la 
relevancia de la iniciativa y de los cambios que va a suponer en el orden tributario 
internacional, hasta el punto de que se habla, incluso, de un cambio de paradigma 
de la fiscalidad internacional, preocupada hasta ahora de evitar la doble imposición 
internacional y, a partir de ahora, más centrada en los problemas derivados de la do-
ble no imposición. Para otros, sin embargo, no representa sino los últimos intentos 

12   Para profundizar en la naturaleza y contenido de las 15 acciones que componen el Plan BEPS, se 
puede consultar la página web de la OCDE, que incluye información exhaustiva de las mismas y del 
proceso de implantación: http://www.oecd.org/ctp/beps.htm.

http://www.oecd.org/ctp/beps.htm
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de salvar los restos del orden tributario internacional en la forma en que los conoce-
mos y que se ven amenazados por la falta de respuesta satisfactoria a los retos que las 
nuevas características de la economía y sociedad plantean. En nuestra opinión, ni 
una ni otra aciertan en el diagnóstico; ni las acciones contenidas en el Plan van a su-
poner la panacea con capacidad para desterrar todos los problemas que la fiscalidad 
internacional plantea  hoy ni hay que minimizar la posible relevancia de las mismas. 

Creemos que el Plan BEPS es un paso en la buena dirección, en la medida en que 
nace del reconocimiento de la incapacidad de las normas de fiscalidad internacional vi-
gentes para atajar los problemas más acuciantes que están sin resolver, se identifican al-
gunos de los problemas más acuciantes, se intenta buscar soluciones y se presta el nece-
sario impulso político para su desarrollo. Sin embargo, también es cierto que las bases 
teóricas (Convenio para evitar la doble imposición, concepto de establecimiento perma-
nente o la Guía sobre Precios de Transferencia) sobre las que se sustenta el supuesto nue-
vo orden tributario internacional no han cambiado y, sobre todo, que la implementa-
ción de nuevas normas exigirá un grado de consenso político internacional que, a pesar 
de los avances, está lejos de lograrse. Mientras sigan existiendo paraísos fiscales, jurisdic-
ciones no cooperativas y secreto bancario y las reglas internacionales no sean sino ins-
trumentos de soft-law, no vinculantes para la comunidad internacional, las soluciones a 
los problemas no serán sino aproximaciones incapaces de atajar la raíz de los mismos. 
En el estado actual de la cuestión la mejor baza para acercarnos a dicha raíz, a falta de 
instrumentos vinculantes, no es otra que la de que las administraciones tributarias dis-
pongan de mayor y mejor información tributaria de sus contribuyentes.

En la actualidad, el fomento de la buena gobernanza en el ámbito fiscal supone 
el instrumento más efectivo para intentar mitigar y, ¿por qué no?, atajar el proble-
ma, en la medida en que se establece un equilibrio entre la soberanía de cada país en 
materia tributaria y la legítima protección de los ingresos fiscales. Por consiguiente, 
los distintos países cada vez tienen mayor interés en fomentar la cooperación fiscal y 
la adopción de normas comunes sobre una base geográfica lo más amplia posible. Es 
el momento propicio para que los Estados miembros y los terceros países colaboren, 
fomenten y apoyen la reciente tendencia a una rotunda aceptación de las normas in-
ternacionales en el ámbito de la cooperación fiscal.

3.2.2. El intercambio de información tributaria

El marco en el que se ha trabajado de manera multilateral en el área de transparen-
cia e intercambio de información tributaria ha sido, desde el año 2000, el del Foro 
Mundial sobre transparencia e intercambio de información a efectos fiscales (Global 
Forum). En septiembre de 2009, en respuesta a la petición de los líderes del G-20 de 
adoptar mayores estándares de transparencia e intercambio de información en materia 
tributaria, se reestructuró el Foro Global como una organización basada en el consenso 
donde todos los miembros están en pie de igualdad y en el que hoy participan 126 paí-
ses, constituyéndose así como el mayor foro internacional en materia tributaria. 
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El Foro Global se encarga de promover la implementación de los estándares in-
ternacionales de transparencia e intercambio de información a fin de dificultar la 
evasión fiscal internacional, así como de procurar que los países en desarrollo se be-
neficien de las nuevas normas de transparencia. Así, en 2009 como consecuencia de 
la preocupación manifestada por los líderes del G-20, tras los escándalos que afecta-
ron a un buen número de países y la preocupación derivada de la crisis financiera 
internacional, el Foro Mundial recibió el mandato de garantizar la aplicación de la 
norma internacional para la transparencia y el intercambio de información bajo pe-
tición (EOIR). Aunque durante estos años los avances en la implementación del es-
tándar señalado han sido evidentes, habiendo convertido el intercambio de infor-
mación on request en un proceso de revisión robusto y transparente, con 
constatables beneficios para los países que han utilizado el sistema13, la evolución de 
los medios tecnológicos y de los estándares internacionales aconsejó al G-20 a com-
prometerse con un nuevo sistema de intercambio de información automático entre 
las autoridades tributarias, basándose en el modelo que inspira a la Ley americana 
de cumplimiento tributario de cuentas extranjeras (FATCA)14. 

El nuevo estándar de intercambio automático de información de las cuentas fi-
nancieras (AEOI), desarrollado por la OCDE, es un paso importante y ambicioso en 
el campo de la cooperación administrativa. Hay tres aspectos fundamentales en la 
labor del Foro Global en este ámbito: (1) procurar el compromiso de los miembros 
con la nueva norma; (2) supervisar su aplicación efectiva y (3) apoyar a los países en 
desarrollo para su incorporación lo antes posible al nuevo estándar. El proceso ini-
ciado por el Foro Global ha recibido un apoyo decisivo en abril de 2014 en que los 
ministros del G-5 (España, Francia, Alemania, Italia y Reino Unido) suscribieron 
una declaración de apoyo al Foro Global para la adopción inmediata del nuevo es-
tándar AEOI. De hecho, 54 países se han comprometido a la adopción en 2017 del 
nuevo modelo de intercambio de información y otros 38 lo harán en 2018, en un 
proceso que va a suponer un cambio trascendental en la cooperación administrativa 
y la lucha contra la evasión fiscal.

13   Según el Informe Anual de 2014, 92 jurisdicciones habían implementado más de 500 
recomendaciones en materia de transparencia.  Los requerimientos de información han ido 
incrementándose paulatinamente desde los 38 de 2008 a casi 900 en 2013.

14   Foreign Account Tax Compliance Act (FATCA) es una legislación aprobada por el Internal Revenue 
Service (IRS) de Estados Unidos, con el fin de promover la transparencia fiscal y reforzar el 
cumplimiento de las obligaciones fiscales de ciudadanos o residentes estadounidenses, exigiendo a 
instituciones financieras de todo el mundo la identificación de los clientes con nacionalidad o residencia 
fiscal en EEUU y la información sobre sus posiciones y movimientos. En España esa obligación se 
instrumenta a través de la administración tributaria, tras la suscripción de un Acuerdo entre el Reino de 
España y los Estados Unidos de América, para la mejora del cumplimiento fiscal internacional y la 
implementación de la Foreign Account Tax Compliance Act – FATCA (Ley de cumplimiento tributario 
de cuentas extranjeras), suscrito en Madrid el 14 de mayo de 2013 y cuya primera declaración estaba 
prevista para el mes de mayo de 2015.
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3.3. El papel de la UE

A la vista del proceso descrito en el apartado anterior cabría pensar que, en el 
caso de organizaciones de integración más avanzada, como es el caso de la Unión 
Europea, la cuestión de la cooperación administrativa en materia de lucha contra 
la evasión fiscal podría ser un tema solucionado, al menos, en las relaciones entre 
los diversos Estados miembros. Nada más lejos de la realidad. El conocido carácter 
instrumental de la armonización fiscal en el Tratado UE, limitado a la construc-
ción del mercado único, a fin de lograr su neutralidad desde el punto de vista de la 
libre competencia y de las libertades de circulación de personas, mercancías, servi-
cios y capitales, hizo que únicamente la fiscalidad sobre el consumo (IVA y acci-
sas) se contemplara en los Tratados constitutivos como imprescindible para la 
consecución de los fines de la Comunidad, mientras que la armonización de la fis-
calidad directa quedara relegada y sometida a la regla de unanimidad, lo que ha 
supuesto que, en la práctica, los avances en la materia hayan sido lamentablemen-
te escasos. La situación actual no ha cambiado y los vigentes artículos 113 y 115 
del Tratado de Funcionamiento de la UE (TFUE), reproducen de forma práctica-
mente literal la redacción de los correspondientes artículos del Tratado de Roma. 
Sin embargo, la cuestión de la armonización de la fiscalidad directa no ha sido una 
cuestión ajena a la agenda de la Comisión. Ya en 1956 uno de los redactores del 
Tratado de Roma (Paul H. Spaak) señaló las distorsiones fiscales como uno de los 
peligros que amenazaban la libertad de circulación de capitales. En el Informe 
Neumark (1962), se abordaba la armonización de la imposición societaria. Sin 
embargo, y a pesar de los puntuales intentos de la Comisión de acometer la armo-
nización de la fiscalidad directa de las empresas, lo cierto es que, con sonoras ex-
cepciones15, las reticencias de los estados a perder el único instrumento de política 
económica que mantienen tras ceder a la Unión la política monetaria y asumir las 
limitaciones derivadas de la políticas de sostenibilidad presupuestaria, ha supuesto 
que la armonización de la fiscalidad empresarial siga siendo la asignatura pendien-
te del proceso de construcción europea. 

Sin embargo, y a pesar de las carencias de lo que podríamos denominar el pro-
ceso de armonización positiva de la fiscalidad directa a través de instrumentos nor-
mativos, no han sido pocos los avances que se han venido produciendo a través de 
otros procesos paralelos, que han conseguido una mayor integración de las políticas 
fiscales y en la consolidación de la coordinación de las prácticas administrativas en 
materia tributaria de los Estados miembros. Entre ellos destacan: el originado por la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia, conocido como legislación judicial, el deri-
vado de la aplicación de la política de ayudas de Estado, mecanismo jurídico compe-

15   Las disposiciones en la materia han sido escasas y, con carácter general se adoptaron a principios de 
la década de los 90 del siglo pasado, en un proceso conocido como piecemeal approach, caracterizado 
por la falta de sistematización y de análisis global, enfocando las soluciones a cada problema de manera 
aislada. 
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tencia de la Comisión Europea recogido en el TFUE cuya finalidad principal es velar 
por el buen funcionamiento del mercado interior europeo y la libre competencia 
pero que indirectamente provoca el acercamiento de la fiscalidad empresarial de los 
distintos Estados miembros y, finalmente, por la proliferación de instrumentos jurí-
dicos no vinculantes o soft law aprobados por las instituciones europeas.

A pesar del relativo fracaso de las políticas de armonización basadas en el piece-
meal approach y de las propuestas contenidas en el informe Ruding16, la Comisión 
cambia de estrategia y plantea, con la toma de posesión del nuevo Comisario de Fis-
calidad, el italiano Mario Monti,  un enfoque global (global approach), en el que se 
contemplan los problemas de fiscalidad en su conjunto como una cuestión crucial 
de la integración europea, enlazando así con las inquietudes que se estaban ponien-
do de manifiesto en el seno de la OCDE y que hemos abordado en el epígrafe ante-
rior. El primer fruto de la nueva política fue el documento de debate presentado a la 
reunión informal de los ministros del ECOFIN de Verona en 1996, «La fiscalidad en 
la Unión Europea», en el que se ponía el énfasis, entre otras cuestiones, en la necesi-
dad de la estabilización de los ingresos fiscales de los Estados miembros, amenazada 
por la competencia fiscal y la economía sumergida17. Aun cuando la preocupación 
por los ingresos fiscales ya venía siendo una prioridad en la agenda de la UE, se pro-
duce a partir de este momento una perfecta conjunción entre las políticas en mate-
ria fiscal alentadas por la OCDE y las impulsadas por la Comisión y los Estados 
miembros, centradas en tres ejes fundamentales:

1.	 Eliminación de la competencia fiscal perniciosa

2.	 Impulso a la gobernanza fiscal a través del fomento de la cooperación, asis-
tencia mutua e intercambio de información.

3.	 Lucha contra la evasión fiscal.

16  Informe del Comité de expertos, presidido por el exministro de Hacienda holandés Onno Ruding y 
presentado el 18 de marzo de 1992. El informe se centró principalmente en la fiscalidad de la empresa 
constatando que las divergencias entre los sistemas tributarios nacionales producen efectos 
distorsionadores de la competencia. A su vez, jerarquizaba las prioridades que se debería plantear la 
acción comunitaria en el siguiente orden:

·	 Primero. Eliminar de las legislaciones fiscales de los Estados miembros todas las disposiciones 
discriminatorias y distorsionadoras de la libre competencia;

·	 Segundo. Fijar un nivel mínimo de imposición sobre las sociedades y unas reglas comunes para la 
determinación de la base imponible, a fin de limitar el fenómeno de la competencia fiscal;

·	 Tercero. Impulsar la máxima transparencia de los incentivos fiscales concedidos por los Estados 
miembros con el fin de atraer inversiones.

17   Literalmente se afirmaba en el documento: «La degradación de la situación fiscal se produce a través de 
la erosión de la base de imposición provocada tanto por la competencia fiscal (transferencia de las bases 
tributarias a otros países), como por el desarrollo de la economía sumergida (transferencia de las bases 
tributarias al mercado negro)….La aparente defensa de la soberanía fiscal nacional ha llevado 
gradualmente a una pérdida real de la misma por parte de cada uno de los Estados miembros en beneficio de 
los mercados, a través de la erosión de la base imponible, especialmente de aquellos de sus componentes que 
disfrutan de una mayor movilidad».
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Hay que advertir, sin embargo, que en el marco de la Unión Europea y de la con-
secución de sus objetivos, estos principios que vienen a constituir el mínimo común 
denominador de las inquietudes de la OCDE y de la UE en los últimos años, se ven 
complementados, en el caso de esta última, por la existencia de dos circunstancias 
propias que son ajenas a los objetivos de aquélla: la necesidad de eliminar los obstácu-
los fiscales a la consecución del mercado único y la salvaguarda de la libre competencia 
en el marco de la Unión, a través de la política de ayudas de Estado de naturaleza fis-
cal.

En relación con las ayudas de Estado, la proscripción de las de naturaleza fiscal 
recibe un notable impulso a partir de la Comunicación de la Comisión relativa a la 
aplicación de las normas sobre ayudas estatales a las medidas relacionadas con la fis-
calidad directa de las empresas18 y ha constituido, y todavía hoy constituye, un po-
tente instrumento en manos de la Comisión para reducir los falseamientos de la 
competencia en el mercado único.

En lo que respecta a los obstáculos fiscales, en las conclusiones del Consejo 
ECOFIN de diciembre de 1998 se solicitaba a la Comisión que realizara un estudio 
analítico sobre la tributación de las empresas en la Unión Europea. El estudio debía 
precisar las principales disposiciones fiscales que podrían obstaculizar la actividad 
económica transfronteriza en el Mercado Único y la cuestión acerca de si los obstá-
culos fiscales podrían seguir resolviéndose mediante soluciones parciales que deja-
ran intactos los sistemas nacionales de imposición de las empresas. En relación con 
ello, la Comisión, además de otras medidas parciales, propuso el establecimiento de 
una base imponible consolidada común en el Impuesto sobre Sociedades19 que fue 
impulsado en 2011 tras más de diez años de estancamiento mediante la propuesta 
de Directiva elaborada por la Comisión Europea20.

El Código de Conducta de fiscalidad de las empresas

El Consejo ECOFIN de 1 de diciembre de 1997 aprobó el conocido como «pa-
quete fiscal», un conjunto de tres medidas destinadas a la lucha contra la compe-
tencia fiscal perjudicial, entre las que destaca el establecimiento de un Código de 
Conducta sobre la fiscalidad de las empresas, cuyo objetivo, en línea con los traba-
jos de la OCDE en la materia, se centraba en identificar  los criterios que debían 
utilizarse para calificar como perniciosas las medidas susceptibles de análisis. El 
principal criterio a tener en cuenta es si el régimen en cuestión exige un tipo de 

18   Comunicación 98/C 384/03.

19  Comunicación de la Comisión COM (2001) 582 final, de 23 de octubre de 2001: Hacia un mercado 
interior sin obstáculos fiscales. Una estrategia destinada a dotar a las empresas de una base imponible 
consolidada del impuesto sobre sociedades para sus actividades a escala comunitaria.

20   Propuesta de Directiva del Consejo COM (2011) 121 final, de 16 de marzo, relativa a una base 
imponible consolidada común del impuesto sobre sociedades. 
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gravamen efectivo menor que el exigido con carácter general en el Estado miem-
bro. Junto a éste, se establecieron otros criterios que también deben contemplarse:

1.	 Si las ventajas se otorgan sólo a no residentes o sólo con respecto a las opera-
ciones realizadas con no residentes.

2.	 Si las ventajas están totalmente aisladas de la economía nacional, de manera 
que no afecten a la base fiscal nacional.

3.	 Si las ventajas se otorgan aun cuando no exista ninguna actividad económica 
real y presencia económica sustancial.

4.	 Si las normas para determinados beneficios derivados de las actividades in-
ternas no siguen los principios internacionalmente reconocidos en materia 
de precios de transferencia.

5.	 Si las medidas fiscales carecen de transparencia.

En las normas del Código de Conducta se estableció el compromiso de los Esta-
dos miembros no sólo de eliminar aquellos regímenes que fueran considerados per-
judiciales (roll-back), sino también el de no establecer ningún otro en adelante 
(stand-still); de esta forma, cualquier régimen que se pretendieran aprobar por cual-
quier Estado tendría que pasar el examen del órgano competente para evaluar los 
regímenes existentes.

El Código de Conducta forma parte de lo que en derecho comunitario se conoce 
como soft-law, constituyendo, por tanto, un conjunto de reglas de conducta que, 
aun careciendo de fuerza vinculante, ha supuesto un notable esfuerzo de «auto con-
trol» por parte de los Estados en la medida en que ha identificado numerosas dispo-
siciones y prácticas que se han considerado nocivas y, en consecuencia, ha promovi-
do su desaparición y ha supuesto un freno para la implantación de nuevas medidas 
que pudieran considerarse perjudiciales. Hoy en día se está planteando la conve-
niencia de actualizar su contenido y los criterios de evaluación a fin de ampliar sus 
actividades en línea con las acciones del Plan BEPS de la OCDE21.

La lucha contra la evasión fiscal

La lucha contra la evasión fiscal en el seno de la UE ha sido una permanente 
preocupación de las políticas fiscales de los Estados miembros, como lo prueban la 
constante evolución de las Directivas de asistencia mutua y auxilio en la recauda-
ción y la cooperación interadministrativa y la proliferación de programas dirigi-
dos a promover la colaboración entre las administrativas tributarias nacionales, 
centradas básicamente en la imposición indirecta. Sin embargo, a raíz del cambio 

21   En relación con ello, en la reunión del Grupo de Cuestiones Fiscales de 5 de diciembre de 2014 en el 
seno del ECOFIN  se presentó por la presidencia el documento «Road map – BEPS in the EU» dirigido a 
abrir nuevos desarrollos e iniciativas legislativas a estudiar en el seno del grupo de trabajo.
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de orientación que hemos puesto de manifiesto con la incorporación de Mario 
Monti como Comisario de Fiscalidad, la preocupación por la erosión de las bases 
imponibles en un entorno de globalización y de crisis económica y financiera, y 
sus efectos en la sostenibilidad de las cuentas públicas, asi como la lucha contra la 
evasión fiscal en el ámbito de la fiscalidad directa de las empresas se han converti-
do en prioritarias para  la Comisión y para los Estados miembros, en idéntica línea 
a la relevancia de estas cuestiones en el marco de los países de la OCDE y del im-
pulso político manifestado por los líderes del G-20.

En todas las comunicaciones emitidas, relativas a la política fiscal y la gober-
nanza en la UE, la Comisión ha incorporado su preocupación por la lucha contra 
la evasión fiscal como una de sus prioridades y conditio sine qua non  para la ade-
cuada construcción del proyecto europeo (Martínez Bárbara, 2009)22 pero, ha sido 
en los últimos años, tras la crisis financiera, cuando se ha asumido que el proble-
ma que suponen el fraude y la evasión fiscales se ha agravado considerablemente23, 
merced a la mundialización de la economía, los adelantos tecnológicos, la interna-
cionalización y sofisticación del fraude y la consiguiente interdependencia de las 
administraciones tributarias de los Estados miembros, con la consiguiente y evi-
dente insuficiencia para atajar el problema de planteamientos estrictamente nacio-
nales. El 2 de marzo de 2012 el Consejo Europeo pidió al Consejo y a la Comisión 
que desarrollasen sin dilación métodos concretos para mejorar la lucha contra el 
fraude y la evasión fiscales, también en cuanto a la relación con terceros países. 
Fruto del encargo fue la Comunicación de la Comisión de 27 de junio de 2012 so-
bre formas concretas de reforzar la lucha contra el fraude fiscal y la evasión fis-
cal24, en la que se identifican tres niveles a la hora de encarar los problemas que 
suponen el fraude y la evasión fiscal: en primer lugar, debe mejorar la recaudación 
de impuestos dentro de cada Estado miembro; en segundo lugar, es preciso incre-
mentar la cooperación transfronteriza entre las administraciones tributarias de los 
Estados miembros; en tercer lugar, la UE necesita una política clara y coherente 
con respecto a los terceros países, a fin de promover sus normas a nivel interna-
cional y garantizar unas condiciones equitativas. 

22   Como muestra puede constatarse esa preocupación en las Comunicaciones de la Comisión COM 
(2001) 260, «La política fiscal en la Unión Europea. Prioridades para los próximos años», COM (2004) 
611, «La prevención y la lucha contra las prácticas irregulares empresariales y financieras», COM (2006) 
254, «Necesidad de elaborar una estrategia coordinada de mejora de la lucha contra el fraude fiscal», 
COM (2006) 823, «La coordinación de los sistemas de imposición directa de los Estados miembros en el 
mercado interior» y COM (2009) 201, «Fomento de la Buena Gobernanza en el ámbito fiscal».

23   Según las estimaciones de la propia Comisión las pérdidas de recaudación fiscal derivadas del fraude 
y la elusión fiscal, los paraísos fiscales y la planificación fiscal agresiva de las empresas multinacionales 
(EMN) pueden alcanzar la cifra de 1.000 millardos de €:
 http://ec.europa.eu/taxation_customs/taxation/tax_fraud_evasion/a_huge_problem/index_en.htm.

24   COM (2012) 351, Comunicación de la Comisión, de 27 de junio de 2012.

http://ec.europa.eu/taxation_customs/taxation/tax_fraud_evasion/a_huge_problem/index_en.htm
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De inmediato, la Comisión propuso un Plan de Acción para reforzar la lu-
cha contra el fraude y la evasión fiscal25, en el que se inventarían un conjunto de 
34 medidas concretas dirigidas a reforzar la cooperación administrativa y apoyar 
el desarrollo de la política de buena gobernanza, tratando además de cuestiones 
más generales de interacción con los paraísos fiscales y de lucha contra la plani-
ficación fiscal agresiva, con cuya adopción «la Comisión considera que (la combi-
nación de estas acciones) puede dar una respuesta exhaustiva y eficaz a los distintos 
retos que plantean el fraude fiscal y la evasión fiscal y, por tanto, puede contribuir a 
incrementar la equidad de los sistemas fiscales de los Estados miembros, a garanti-
zar los ingresos fiscales y, en última instancia, a mejorar el correcto funcionamiento 
del mercado interior».

Como complemento al Plan de acción, la Comisión adoptó sendas recomen-
daciones en las que, por un lado, señala los criterios que permiten identificar a los 
terceros países que no cumplan las normas mínimas de buena gobernanza en el 
ámbito fiscal, así como las medidas que los Estados miembros pueden adoptar en 
detrimento de los terceros países que no cumplan dichas normas y a favor de los 
que sí lo hagan26 y, por otro, se aborda la planificación fiscal agresiva en el ámbito 
de la fiscalidad directa27.

Desde entonces la Comisión y los Estados miembros han venido adoptando 
actuaciones puntuales dirigidas, en perfecta alineación con el proyecto BEPS de la 
OCDE, a prevenir la erosión de las bases imponibles como consecuencia de la eva-
sión fiscal y la planificación fiscal agresiva. En concreto, podemos señalar la modi-
ficación de la Directiva Matriz-Filial28 para introducir una cláusula anti abuso ge-
neral a fin de evitar la doble no imposición en la distribución de dividendos entre 
Estados miembros (en línea a la acción 6 BEPS) a incorporar a las legislaciones na-
cionales antes de fin de 2015, la creación de un grupo específico para afrontar los 
retos de la economía digital, que ha presentado su informe el 28 de mayo de 2014 
(Acción 1 BEPS) o el análisis en el seno del Grupo del Código de Conducta de ac-
ciones de lucha contra medidas fiscales perniciosas como la revisión de los regí-
menes de patent-box (acción 8 BEPS) o la revisión de los rulings existentes en las 
distintas administraciones tributarias (acción 5 BEPS).

25   COM (2012) 722 final, Comunicación de la Comisión, de 6 de diciembre de 2012: Plan de acción 
para reforzar la lucha contra el fraude fiscal y la evasión fiscal.

26   Recomendación de 6 de diciembre de 2012, relativa a las medidas encaminadas a fomentar la 
aplicación, por parte de terceros países, de normas mínimas de buena gobernanza en el ámbito fiscal, 
(2012/771/UE).

27   Recomendación de 6 de diciembre de 2012, relativa a la planificación fiscal agresiva (2012/772/UE).

28   Directiva 2014/86/UE, del Consejo, de 8 de julio de 2014,  que modifica la Directiva 2011/96/UE, 
relativa al régimen fiscal común aplicable a las sociedades matrices y filiales de Estados miembros 
diferentes.
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El intercambio de información

Otro de los campos en que se ha sentido de manera más temprana la permanente 
preocupación de la Comisión en orden a la eficaz construcción del mercado interior es 
en el ámbito de la cooperación administrativa y el incremento de la transparencia. Ya 
en 1977 se aprobó la Directiva 77/799/CEE del Consejo, de 19 de diciembre de 1977, 
relativa a la asistencia mutua entre las autoridades competentes de los Estados miem-
bros en el ámbito de los impuestos directos y de los impuestos sobre las primas de se-
guros, en vigor hasta 2011, tras constatar las graves deficiencias de una normativa con-
cebida en un contexto en el que las necesidades del mercado interior eran muy 
distintas. Esas carencias fueron analizadas por el grupo de trabajo del Consejo en ma-
teria de fraude en su informe de 22 de mayo de 2000 y, posteriormente, por la Comi-
sión en su Comunicación de 27 de septiembre de 2004 sobre la prevención y la lucha 
contra las prácticas irregulares empresariales y financieras y su Comunicación de 31 de 
mayo de 2006 relativa a la necesidad de elaborar una estrategia coordinada de mejora 
de la lucha contra el fraude fiscal. Estos trabajos culminaron con la aprobación de una 
nueva Directiva29, dirigida a conferir a los Estados miembros atribuciones para coope-
rar eficientemente a escala internacional a fin de superar los efectos negativos de la 
creciente mundialización sobre el mercado interior. 

Aunque el intercambio automático de información ya estaba previsto sobre 
determinadas categorías de renta y de patrimonio, en particular las de carácter no 
financiero, el Consejo Europeo de 22 de mayo de 2013 solicitó una ampliación del 
intercambio automático de información a escala de la Unión y a nivel mundial 
con vistas a la lucha contra el fraude fiscal, la evasión fiscal y las prácticas de elu-
sión fiscal, en línea con los trabajos de la OCDE impulsados por el G-20, y la Ley 
americana de cumplimiento fiscal de cuentas en el extranjero (FATCA) a los que 
ya nos hemos referido. 

Consecuencia de ello fue la modificación de la mencionada directiva, median-
te la Directiva 2014/107/UE del Consejo de 9 de diciembre de 2014 que, en el mar-
co del plan de Acción 2012, garantiza que la UE disponga de un sólido marco jurí-
dico para el intercambio automático de información, y establece el fin definitivo 
del secreto bancario a efectos fiscales en toda la UE, imponiendo a los Estados 
miembros la obligación de intercambiarse una extensa gama de información fi-
nanciera, en consonancia con el nuevo estándar de la OCDE/el G20 para el inter-
cambio automático de información entre países.

El último paso en este sentido ha sido la presentación por la Comisión, en marzo de 
2015, de un Paquete sobre Transparencia Fiscal30, cuyo elemento central es una pro-

29   Directiva 2011/16/UE del Consejo, de 15 de febrero de 2011, relativa a la cooperación administrativa 
en el ámbito de la fiscalidad y por la que se deroga la Directiva 77/799/CEE.

30   COM (2015) 136 final sobre la transparencia para luchar contra la evasión y la elusión fiscal y COM 
(2015) 135 final, propuesta de Directiva del Consejo que modifica la Directiva 2011/16/UE en lo que 
respecta al intercambio automático y obligatorio de información en el ámbito de la fiscalidad.
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puesta legislativa destinada a lograr una mayor cooperación entre los Estados miembros 
en lo que respecta a sus resoluciones fiscales transfronterizas (los llamados rulings), al 
constatar que la falta de transparencia respecto de las mismas está siendo aprovechada 
por determinadas empresas para reducir artificialmente sus facturas tributarias.

La decisión de la Comisión de proponer el Paquete sobre Transparencia se en-
marca en la investigación sobre la compatibilidad con la disciplina europea sobre 
ayudas de estado de determinadas prácticas en algunos Estados miembros en el con-
texto de la lucha contra la planificación fiscal agresiva de ciertas multinacionales que 
han utilizado los llamados tax rulings para minimizar de forma artificial su factura 
fiscal, destapado por una investigación de medios periodísticos de 26 países. En con-
creto, desde junio de 2003 la Comisión está investigando acuerdos fiscales alcanza-
dos con las EMN por siete Estados (Chipre, Irlanda, Luxemburgo, Malta, Holanda, 
Bélgica y Reino Unido). En junio de 2014 inició sendos procedimientos formales de 
investigación en relación con los acuerdos de Apple en Irlanda, Starbucks en Holan-
da y Fiat en Luxemburgo. En octubre de 2014 también en relación con los acuerdos 
alcanzados por este último país con Amazon.

De esta manera, mediante este paquete de medidas de transparencia fiscal, la 
Comisión establece una serie de actuaciones que pueden emprenderse a corto plazo 
para aumentar la transparencia fiscal, a fin de luchar contra la evasión fiscal y la elu-
sión del impuesto de sociedades en la UE, garantizar la vinculación entre la imposi-
ción y el lugar de desarrollo de la actividad económica y promover normas similares 
a escala mundial.

4.	 LA PARTICIPACIÓN DEL PAÍS VASCO EN EL NUEVO ORDEN 
TRIBUTARIO INTERNACIONAL

Una vez descrito el panorama en que la fiscalidad internacional debe desarro-
llarse en la actualidad y el papel que los distintos protagonistas, señaladamente el 
G-20, la OCDE y la Unión Europea en nuestro ámbito, están asumiendo en la cons-
trucción de un nuevo orden tributario, en el que las puertas que abren las posibili-
dades de fraude fiscal a través de la evasión, elusión o la planificación fiscal agresiva, 
sean cada vez más angostas y no haya lugar para la existencia de paraísos fiscales 
erradicando, de una vez por todas, el secreto bancario que ampara actividades irre-
gulares, si no directamente ilícitas, llega el momento de plantearnos el protagonis-
mo que una región como el País Vasco, que tiene reconocida amplísimas facultades 
normativas y de aplicación en el ámbito tributario, debe jugar en el proceso de cons-
trucción de dicho orden internacional.

Puede parecer obvio que la vocación de las administraciones vascas sea la de in-
corporarse al mismo de manera directa y en pie de igualdad con cualquier otra ad-
ministración o gobierno que ostente idénticas facultades, y no solo por convenci-
miento de índole política o ideológica, sino precisamente porque de las decisiones 
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que se adopten en los foros en que se traten esas materias se van a derivar conse-
cuencias de extraordinaria relevancia, que van dibujar el futuro del contenido del 
régimen de Concierto, un régimen que, por cierto, ha sabido adaptarse y superar 
durante los últimos 137 años, realidades y situaciones políticas y sociales de la más 
diversa naturaleza (véase Aguirreazkuenaga, 2012).

Aunque la incorporación de España a la Comunidad Económica Europea data 
de 1986, no es sino a partir de la modificación del Concierto Económico operada 
por la Ley 38/1997, de 4 de agosto, en la que, tras los pactos políticos alcanzados 
para la investidura de la primera legislatura de Jose Mª Aznar como presidente31, 
se incluye un nuevo apartado 3 del artículo 5 (Principio de colaboración) en el 
que se prevé que «el Estado arbitrará los mecanismos que permitan la colaboración 
de las Instituciones del País Vasco en los acuerdos internacionales que incidan en la 
aplicación del presente Concierto Económico». Hasta entonces las referencias a la 
participación de las administraciones vascas en cualquier cuestión que tuviera al-
guna connotación fuera de las fronteras del Estado brillan por su ausencia. Y ello a 
pesar de que, en el ámbito de la participación de las Comunidades Autónomas en 
la política comunitaria, se fuera avanzando de manera gradual desde la creación 
de la Conferencia para Asuntos Relacionados con la Unión Europea (CARUE) en 
1989, inicialmente en la llamada fase descendente de aplicación del derecho comu-
nitario y, a partir de 1994, en la fase ascendente, en el proceso de creación de la le-
gislación comunitaria o de formación de voluntad de la posición española en los 
órganos de la Unión.

4.1. La incorporación del País Vasco a la realidad fiscal internacional

En el proceso de asunción de competencias por parte de las Instituciones de los 
Territorios Históricos en materia de fiscalidad internacional que nos ocupa, pode-
mos distinguir cuatro periodos bien diferenciados, en los que, cual carrera de obstá-
culos, el Concierto Económico ha ido superando uno a uno los problemas que se 
derivaban de las limitaciones en su capacidad normativa y de aplicación de los tri-
butos vigentes en cada momento:

a)	 Vigencia de la redacción original del Concierto de 1981

La redacción del Concierto Económico aprobada por la Ley 12/1981, además de 
la consabida y, en nuestra opinión superflua, referencia al sometimiento del sistema 
tributario que establecieran los Territorios Históricos a los «tratados o convenios in-

31   Tras las elecciones de 1996 se alcanzaron los acuerdos conocidos como Pacto del Majestic, en virtud 
de los cuales los partidos nacionalistas Convergencia i Unió, Partido Nacionalista Vasco y Coalición 
Canaria apoyaron la investidura del candidato del Partido Popular.
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ternacionales firmados y ratificados por el Estado español o a que éste se adhiera»32, 
configuraba como una competencia exclusiva del estado la gestión, inspección, revi-
sión y recaudación de todos los tributos en los que el sujeto pasivo fuera un no resi-
dente en territorio español33. Esta limitación del texto concertado de las competen-
cias forales provocó no pocos problemas al ejercicio de la capacidad normativa en 
materia del Impuesto sobre Sociedades por parte de las instituciones vascas, al en-
tender que su ejercicio, limitado  a  las entidades residentes en territorio español, su-
ponía una vulneración de las libertades básicas del proceso de construcción del mer-
cado único o que, incluso, no superaba su confrontación con la disciplina 
comunitaria de ayudas de Estado34.

b)	 La Ley 38/1997, de 4 de agosto

Como se ha señalado, la necesidad de contar con los votos de la minoría vasca 
en el Congreso para la investidura del presidente Aznar, en su primera legislatura, 
propició una modificación del Concierto Económico en virtud de la cual se incor-
poró a su artículo 5 un nuevo apartado, el tercero, en el que, por primera vez, se 
daba satisfacción (parcial) a una de las aspiraciones políticas más relevantes plantea-
da en relación con el Concierto, la posibilidad de que se arbitraran los mecanismos 
que permitieran la colaboración de las instituciones vascas en los acuerdos interna-
cionales que incidieran en la aplicación del texto concertado, además de reconocer 
la capacidad de aquéllas para la exacción de los tributos cuyo sujeto pasivo fuera un 
no residente, aun cuando la capacidad normativa de la llamada obligación real de 
contribuir permaneciera reservada a la competencia exclusiva del Estado. A cambio 
se incorporó expresamente la obligación de atenerse en el ejercicio de esa competen-
cia a los Convenios internacionales suscritos por España para evitar la doble imposi-
ción y las normas de armonización fiscal de la  Unión Europea. Idéntica previsión 
fue incorporada al nuevo texto concertado aprobado mediante Ley 12/2002, de 23 
de mayo, tras arduas discusiones que provocaron, incluso, la aprobación de una Ley 
de prórroga del Concierto, al llegar las negociaciones a la fecha de terminación del 
anterior Concierto sin acuerdo, por varias causas, entre las que se encontraba, preci-
samente, el empeño del País Vasco en incorporar al mismo previsiones suficientes 

32   La obligatoriedad del respeto a los tratados internacionales deriva directamente de lo dispuesto en el 
artículo 96 de la Constitución de 1978 al prever que, una vez publicados oficialmente, formarán parte 
del ordenamiento interno. Otro tanto señala el artº 1.5 del Código Civil.

33   Las únicas excepciones a este principio se centraban en aquéllos casos en que el perceptor de los 
rendimientos sujetos conservaran la condición política de vascos según el Estatuto de Autonomía y las 
retenciones sobre los intereses y contraprestaciones derivadas de la deuda pública de las 
administraciones públicas vascas.

34   Una visión de los problemas del Concierto Económico con la normativa comunitaria en relación 
con la libertad de establecimiento y la disciplina comunitaria de ayudas de estado puede consultarse en 
JOSÉ RUBÍ CASSINELLO (2008). 
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para garantizar la presencia de sus Instituciones en los acuerdos internacionales que 
incidieran en su aplicación35. 

A pesar de la prescripción legal, lo cierto es que la esperada colaboración de las 
instituciones vascas siguió brillando por su ausencia, ante la negativa de la adminis-
tración estatal para arbitrar los mecanismos que la hicieran efectiva. Los problemas 
del Concierto con la normativa comunitaria de ayudas de estado volvieron a poner-
se de manifiesto a raíz de una sentencia del Tribunal Supremo de 9 de diciembre de 
2004 que entendía que la normativa foral incurría en el elemento de selectividad (te-
rritorial) propio de dicha disciplina por el mero hecho de separarse, siquiera míni-
mamente, de la normativa homónima estatal.

c)	 La Sentencia del Tribunal de Justicia de 11 de septiembre de 2008

El tercer período se inicia con la Sentencia del Tribunal de Justicia de la UE al 
resolver una cuestión prejudicial planteada por la Sala de lo Contencioso del Tri-
bunal Superior de Justicia del País Vasco, negando que el mero hecho de que una 
medida fiscal adoptada por una entidad regional y, por ello, limitada al ámbito te-
rritorial de dicha entidad, supusiera por sí mismo que incurriera en el elemento de 
selectividad propio de las ayudas de estado. El alto Tribunal afirmaba que en el 
caso de que concurriera en dicha entidad regional la triple autonomía (institucio-
nal, formal y  económica), el marco de referencia para apreciar el elemento de se-
lectividad era el propio territorio de la autoridad que adoptó la medida y no todo 
el estado. De esta manera el País Vasco vio reconocida por el supremo intérprete 
de la normativa comunitaria su capacidad para regular la tributación empresarial 
en su ámbito competencial.

d)	 Los acuerdos de noviembre de 2010

Con ocasión de las negociaciones entre los grupos políticos para la aprobación 
de los presupuestos generales del Estado para 2011, el Grupo Nacionalista y el Gru-
po Socialista en el Congreso alcanzaron un acuerdo, ratificado en Comisión Mixta 
de Concierto Económico  celebrada el 22 de noviembre de 2010, que suponía, por 
primera vez, la efectiva participación de representantes vascos en grupos de trabajo 
del ECOFIN. 

A raíz de dicho acuerdo, a partir de abril de 2011, y tras 30 años desde la recupera-
ción del Concierto Económico, representantes de las Instituciones vascas están acu-
diendo a los grupos de trabajo a que ya hemos hecho referencia al analizar el papel de 
la UE en el escenario fiscal internacional, integrándose en la delegación estatal. 

35   El fundamento de la pretensión vasca y el desarrollo y culminación de la negociación puede 
consultarse en ENRIQUE LUCAS MURILLO DE LA CUEVA, (2004).
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4.2. 	 Fundamento de la participación vasca en los foros tributarios 
internacionales

Más allá de las evidentes connotaciones políticas que plantea la participación de 
entes regionales en los foros internacionales en que se ventilan cuestiones tributa-
rias, la asunción de un protagonismo activo por parte de las instituciones competen-
tes del País Vasco deriva, inicialmente, de una realidad jurídica incontestable: las 
competencias que el bloque de constitucionalidad, integrado por la Disposición 
Adicional 1ª de la Constitución, el Estatuto de Autonomía de Gernika y el Concierto 
Económico, reconoce en materia tributaria al País Vasco. Como establece el artículo 
1 del Concierto Económico del País Vasco, las instituciones competentes de los te-
rritorios históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, su 
régimen tributario, asignando a las diputaciones forales las competencias para la 
exacción, gestión, liquidación, inspección, revisión y recaudación de los tributos que 
integran su sistema tributario. 

Aun cuando el reconocimiento de la capacidad normativa está expresado en los 
más amplios términos, no es menos cierto que dicha capacidad se encuentra cierta-
mente limitada, tanto por normas generales de coordinación y  armonización, como 
de previsiones ad hoc en la regulación de las distintas figuras tributarias. Prescindiendo 
de éstas últimas, uno de los principios que los Territorios Históricos deben respetar a 
la hora de diseñar su sistema tributario es el del sometimiento a los tratados interna-
cionales suscritos por el estado español y, en particular a los convenios para evitar la 
doble imposición y a las normas de armonización de la Unión Europea. Estas limita-
ciones impuestas a las instituciones del País Vasco no suponen una disminución de su 
capacidad de actuación distinta a la que supone para el resto de administraciones pú-
blicas, en la medida en que, el proclamado sometimiento afecta tanto a unas como a 
otras y son consecuencia directa de la necesidad de respetar lo pactado como miem-
bros de la comunidad internacional y cuya fuerza vinculante viene determinada por 
los preceptos constitucionales reguladores de la materia contenidos en el capítulo III 
del Título III de la Constitución española de 1978. 

La diferencia, por tanto, no está en sus efectos respecto de las distintas admi-
nistraciones públicas, todas ellas sometidas por igual a sus prescripciones, sino en 
el sujeto activo titular del  ius contrahendi y el ius representationis, tradicionalmen-
te reservado al estado, sin perjuicio de la capacidad para celebrar acuerdos inter-
nacionales por otros sujetos públicos, como las comunidades autónomas, en el 
ámbito de sus competencias, delimitada con precisión por la jurisprudencia cons-
titucional a partir de la sentencia del Alto Tribunal de 26 de mayo de 1994 y reco-
nocida expresamente en la reciente Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados 
y otros Acuerdos internacionales. Es de señalar a este respecto la especial posición 
que la Disposición adicional sexta de dicha norma legal reconoce a las Institucio-
nes del País Vasco, en la medida en que prevé su participación en la delegación es-
pañola que negocie los tratados internacionales que tengan por ámbito sus dere-
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chos históricos, tanto si su actualización general ha sido llevada a cabo por el 
Estatuto de Autonomía como en aquellos otros casos cuya actualización singular 
lo haya sido por el legislador ordinario en el marco de la disposición adicional pri-
mera de la Constitución, que nos dirige directamente al más característico de di-
chos derechos, como es el Concierto Económico.

Prescindiendo de las sugerentes cuestiones que puede plantear la interpreta-
ción y aplicación de dicha disposición adicional (por ejemplo, en la incorporación 
de representantes del País Vasco en los procesos de negociación de Convenios in-
ternacionales para evitar la doble imposición u otros relativos a cualquier materia 
tributaria), es precisamente la señalada capacidad de obligar de los tratados inter-
nacionales, unida a la singularidad del País Vasco en materia tributaria, la que 
fundamenta y justifica el evidente interés de las administraciones vascas en tomar 
parte en el proceso de gestación de los mismos.

Si nos fijamos ahora en el ámbito europeo comunitario, ya hemos argumentado 
que la cuestión de la armonización fiscal nunca ha sido contemplada como un fin en 
sí misma, sino como una política instrumental para conseguir el objetivo último de 
construir y hacer efectivo el mercado único. Es por ello, por lo que los tratados no 
atribuyen a las instituciones comunitarias potestades normativas de imposición di-
recta en materia fiscal y únicamente en el marco de la imposición indirecta se prevé 
la adopción de disposiciones referentes a la armonización de las legislaciones nacio-
nales, en la medida en que dicha armonización sea necesaria para garantizar el esta-
blecimiento y el funcionamiento del mercado interior y evitar las distorsiones de la 
competencia (artículo 113 del TFUE), mientras que en el marco de la imposición di-
recta no existe una disposición equivalente. 

El título jurídico al que ha tenido que apelar la Comisión, en las contadas 
ocasiones en que se ha decidido a hacerlo, para dictar disposiciones en el ámbito 
de la imposición directa, ha sido el previsto en el artículo 115 TFUE, un precep-
to que se ocupa de la aprobación de directivas para la aproximación de las legis-
laciones en los aspectos que incidan directamente en el establecimiento o fun-
cionamiento del mercado interior. Podemos comprobar cómo, además, los 
ámbitos materiales sobre los que se proyectan ambas formas de armonización se 
corresponden claramente con el diferente ámbito competencial que el Concierto 
reconoce a las instituciones competentes vascas: los tributos concertados de nor-
mativa común (imposición indirecta) y tributos concertados de normativa autó-
noma (imposición directa).

Sin embargo, estimamos que de las distintas facultades reconocidas a las institu-
ciones comunitarias en orden a la armonización fiscal, no se derivan diferencias en 
lo que respecta a la posición que las autoridades vascas pueden asumir en los proce-
sos de gestación y aprobación de las medidas (fase ascendente) ni en el de su aplica-
ción (fase descendente).  
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4.3. Participación del País Vasco en la fase ascendente del derecho comunitario

Como ya hemos avanzado la participación del País Vasco en los foros interna-
cionales en que se decidan cuestiones que inciden en la aplicación del Concierto se 
ha demorado más de treinta años desde la recuperación del mismo. Como también 
hemos señalado, dicha circunstancia no ha sido motivada por impedimentos de na-
turaleza jurídica, nacionales o comunitarios, sino por falta de voluntad política deri-
vada de la tradicional resistencia de las autoridades de la administración central a 
ceder e incluso a compartir cualquier materia que tenga que ver, aun remotamente, 
con las «relaciones exteriores», en tanto título competencial reservado al estado por 
el artº 149.1.3 de la Constitución.

Fruto de esa resistencia ha sido también que el proceso de incorporación de las 
comunidades autónomas a los órganos de decisión y grupos de trabajo se haya reali-
zado de forma gradual, si bien es cierto que en este ámbito los avances han sido, en 
algunos momentos, significativos mientras que, en el ámbito de la fiscalidad y el 
Concierto, la resistencia a ceder protagonismo ha sido mucho más elevada.

De hecho, en el marco de la CARUE (Conferencia para Asuntos Relacionados 
con la Unión Europea) el papel de las comunidades autónomas ha ido adquiriendo 
relevancia hasta el punto de que, desde 2004, pueden incluso asumir la representa-
ción del estado en determinados Consejos de Ministros de la Unión (en concreto en 
6 de ellos, 4 desde 2004, ampliado a uno más en 2009 y otro en 2010). 

Sin embargo, la cuestión singular fiscal del País Vasco siempre ha permanecido al 
margen de ese proceso. La propia Ley 2/1997, por la que se regla la CARUE (Disposi-
ción Adicional Primera) y los acuerdos posteriores adoptados por la Conferencia, ex-
cluyen y remiten al correspondiente foro bilateral las cuestiones propias de la partici-
pación en los asuntos relacionados con las Comunidades Europeas, que afecten en 
exclusiva a una Comunidad Autónoma o que tengan para ésta una vertiente singular 
en función de su especificidad autonómica, reenviando de esta manera las cuestiones 
que nos ocupan a su ámbito natural, la Comisión Mixta de Concierto Económico, 
máximo órgano de relación entre el País Vasco y el Estado, de carácter bilateral y com-
posición paritaria, como corresponde al carácter pactado del Concierto. 

En estas circunstancias, el acuerdo alcanzado en dicha Comisión Mixta de no-
viembre de 2010, fue del siguiente tenor:

«En el marco de los mecanismos de colaboración previstos en el artículo 4 de la Ley 
12/2002, de 23 de mayo por la que se aprueba el Concierto Económico, el Gobierno 
remitirá a la Comisión Mixta del Concierto Económico información sobre las cues-
tiones tributarias, especialmente las que afecten a los tributos concertados, que sean 
objeto de tratamiento en el Consejo ECOFIN.

Asimismo, el Gobierno se compromete a establecer, con carácter inmediato, los cau-
ces para que la Comunidad Autónoma del País Vasco participe directamente inte-
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grando la delegación del Estado, en los grupos de trabajo del ECOFIN, cuando co-
nozcan de asuntos vinculados al ámbito material propio del Concierto Económico, 
en razón de la singularidad del régimen fiscal de los territorios históricos vascos con-
forme al Concierto Económico amparado por la disposición adicional primera de la 
Constitución Española y el Estatuto de Autonomía de Gernika.

En tal sentido se convocará a un representante de las Instituciones del País Vasco a 
las reuniones de los grupos de trabajo D-4 -Cuestiones tributarias-, D-5 –Código de 
conducta– y D-8 –Lucha contra el fraude-. La posición del Estado será manifestada 
por el representante del mismo, sin perjuicio de los mecanismos de coordinación 
para la formación de dicha posición».

Si bien la valoración del acuerdo no puede ser sino positiva, en la medida en que 
supone el reconocimiento de que las Instituciones del País Vasco deben asumir el 
protagonismo que les corresponde en el escenario tributario internacional en fun-
ción del ámbito competencial que les atañe de forma exclusiva, un análisis en pro-
fundidad del acuerdo hace que se pongan de manifiesto determinadas carencias que 
matizan necesariamente el indudable paso adelante que la materialización del acuer-
do ha supuesto.

En primer lugar, la limitación de los grupos a los que el acuerdo se refiere ciñendo 
la presencia vasca a tres de los grupos de trabajo preparatorios del Consejo ECOFIN. 
Como se recordará el artículo 4 del Concierto prevé la colaboración de las institucio-
nes del País Vasco «en los acuerdos internacionales» que incidan en su aplicación.  La 
limitación señalada provoca que no se contemple precisamente la presencia vasca en 
los organismos internacionales que a lo largo de este trabajo se han identificado como 
protagonistas de la creación del nuevo orden tributario internacional: la OCDE, el 
Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información Tributaria (Global Fo-
rum), o el Foro sobre la Administración Tributaria (FTA). Sin embargo, la vinculación 
y alineación de las políticas de la OCDE y sus organismos y las de la Unión Europea en 
la consecución de los objetivos de lucha contra la evasión fiscal y contra la competen-
cia fiscal nociva, que se han descrito, hace que la presencia vasca en aquéllos foros sea 
tan conveniente y necesaria como en los grupos preparatorios del ECOFIN. Así lo ha 
entendido, incluso, la propia administración tributaria española que, cuando lo ha es-
timado conveniente, ha convocado también a la representación vasca a determinadas 
reuniones de la OCDE, en el marco de las acciones contempladas en el Plan BEPS36.

En segundo lugar, el carácter de la participación de los representantes vascos en 
la delegación española, limitada a su integración en la misma, sin que, en ningún 
caso, puedan tomar parte activa en las deliberaciones, ya que la «posición española 
será manifestada por el representante de aquélla» y ello, sin perjuicio de los meca-

36   Probablemente empujada por la necesidad de contar con una eventual modificación de la normativa 
vigente en el País Vasco adaptada a los acuerdos adoptados en el seno de la OCDE.
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nismos de coordinación para la formación de dicha posición también previstos en el 
acuerdo, pero que no han llegado a explicitarse en forma alguna, lo que provoca que 
la preparación de las reuniones (información previa, disposición de la documenta-
ción…) quede a la buena voluntad de los representantes, español y vasco. Por cierto 
que, en este ámbito de cuestiones se pone de manifiesto una dificultad más en el 
ámbito interno del País Vasco, puesto que la existencia de tres administraciones so-
beranas en materia tributaria y una más, la del Gobierno Vasco, que asume la coor-
dinación de las mismas, hace necesaria una labor previa para construir la posición 
vasca en cada uno de los temas tratados, más aún cuando las tres administraciones 
pueden estar sustentadas por diferentes partidos políticos, con su propia ideología y 
objetivos. Esta labor de coordinación previa aún no ha sido acometida por las admi-
nistraciones vascas ni ha sido asignada  a órgano alguno, aunque lo natural es que se 
incardine en el ámbito de competencias del Órgano de Coordinación Tributaria de 
Euskadi.

4.4. Participación del País Vasco en la fase descendente del derecho comunitario

La problemática que plantea, en el ámbito del País Vasco, la aplicación de la 
normativa comunitaria y, en especial la de naturaleza tributaria, es un fenómeno 
ampliamente estudiado37, por lo que vamos a incidir únicamente en una cuestión 
que entendemos no ha sido objeto de atención suficiente y que tiene que ver con la 
naturaleza no vinculante de muchos de los acuerdos que se adoptan en el marco de 
la Unión Europea, señaladamente los que se insertan en el ámbito material del Có-
digo de Conducta de Fiscalidad de las empresas. Cuando las medidas fiscales acor-
dadas se incorporan al derecho derivado, la obligación de las distintas administra-
ciones, nacionales o regionales, de adoptar las decisiones necesarias para su 
implementación en el derecho nacional, sea mediante la aplicación directa de la le-
gislación comunitaria o mediante la transposición de las correspondientes directi-
vas,  deriva directamente del Tratado, sin perjuicio de que se planteen determinadas 
cuestiones propias de su aplicación en un estado compuesto como es el español, 
donde las competencias  tributarias están atribuidas a cinco administraciones dife-
rentes. Sin embargo, la eficacia de los acuerdos no vinculantes, que descansan en un 
compromiso político (pacto de caballeros) como los adoptados en el seno del Códi-
go de Conducta, hace necesario que la administración española cuente con la previa 
conformidad de las administraciones forales para comprometer la postura española. 
Tampoco en este ámbito de cuestiones hay previsiones al efecto que deberían ser 
objeto de atención y acuerdo previo. Situaciones de esta naturaleza han surgido a lo 
largo de la historia del Concierto, como la derogación de los Centros de Coordina-
ción y Financieros vascos, calificados como perniciosos en la primera evaluación 
realizada por el Código de Conducta en 1998 y que exigió un acuerdo posterior en el 

37   En relación con la problemática general que plantea la cuestión, puede consultarse en MARTÍNEZ 
BÁRBARA, GEMMA (2014) y, sobre cuestiones más específicas, en ARANA LANDÍN, SOFÍA (2014).
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seno de la Comisión Mixta de Concierto Económico (entonces Comisión Mixta de 
Cupo) para su derogación por las administraciones vascas, en la llamada «paz fis-
cal», que obtuvieron a cambio el compromiso por parte del Estado de desistir de 
casi cien recursos que entonces mantenía contra la normativa foral y, en particular, 
del recurso que sustentó la conocida cuestión prejudicial en la cual el abogado gene-
ral Saggio emitió sus conclusiones afirmando el carácter selectivo de la normativa 
vasca por su carácter regional. Recientemente tenemos otro ejemplo en las discusio-
nes acerca de las condiciones y características que los diferentes regímenes de pa-
tent-box deben cumplir para no ser consideradas nocivos. 

5.	 REFLEXION FINAL

La globalización económica es la realidad en la que los sistemas tributarios del 
siglo XXI, incluidos los forales vascos, deben desenvolverse. ¿Cómo enfrentarnos a 
este hecho? La corriente mayoritaria actual aboga por complementar la globaliza-
ción económica con más institucionalización mundial y por reducir el peso de  los 
estados, de tal manera que se constituyan  instituciones públicas de ámbito mundial 
para el buen funcionamiento del sistema económico global. A pesar de que reconoce 
el papel indispensable que los estados desempeñan en la economía doméstica,  esta 
corriente destaca los costes de transacción que sus ordenamientos jurídicos impo-
nen en la economía global.

En contraste con lo anterior, otros enfoques recientes y de carácter minoritario, 
como el que nos presenta Rodrik (2011), consideran que  para que la globalización 
produzca beneficios económicos para toda la sociedad en general, son necesarias de-
mocracias nacionales fuertes y normas nacionales que protejan a todos los actores 
socioeconómicos, pero normas que, a la vez, permitan a estos una suficiente interac-
ción y maniobrabilidad internacional. Rodrik ve la globalización como un trilema 
donde no es posible combinar simultáneamente  democracia, soberanía nacional y 
la híper-globalización económica. Sin entrar a decantarnos por su teoría, tomemos 
el caso de Grecia que en el seno de la UE está poniendo de manifiesto las graves difi-
cultades que dicha combinación genera en la práctica. Según su enfoque, solo es po-
sible combinar dos de estos tres factores y él se decanta por democracia, soberanía 
nacional y globalización limitada. He aquí lo que él denomina la paradoja de la glo-
balización: para salvar la globalización económica hay que limitarla y fortalecer las 
instituciones públicas nacionales.

A nuestro juicio, ambos enfoques presentan sus ventajas e inconvenientes pero 
ambos coinciden en la necesidad de reformular el espacio tradicional propio de la 
soberanía de los estados así como de encontrar el equilibrio entre los tres elementos 
claves identificados por Rodrik. 
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¿Y a qué ha quedado reducida la soberanía nacional de los estados en materia 
económica, al menos en el ámbito UE? Pues indudablemente a la competencia para 
regular sus sistemas tributarios.

Hemos descrito los movimientos que a gran escala se están produciendo a fin de 
adecuar las reglas de juego de la fiscalidad internacional, obsoletas y desacompasa-
das, a la economía global. Hemos analizado los pasos que en idéntico sentido y para 
el logro de objetivos similares se están dando en la UE.

Hemos constatado el impulso político basado en un consenso cada vez más am-
plio para que la fiscalidad internacional vuelva a retomar los principios que la legiti-
man. El plan BEPS está siendo impulsado por el G-20, 19 de las economías más 
fuertes del mundo,  en términos de PIB, siendo la UE su sponsor número 20. La 
propia web oficial del  G-20 reconoce que el logro de sus objetivos no podría obte-
nerse sin el apoyo de las organizaciones internacionales, que sirven de instrumento 
ejecutor de sus acuerdos y ayudan a sus miembros a identificar aquellos ámbitos en 
los que sus actuaciones tendrán un mayor impacto para el logro de los mismos. En 
el ámbito de fiscalidad internacional, es y ha sido ya durante varias décadas la 
OCDE la protagonista por excelencia.

Como no podría ser de otra manera, los sistemas fiscales vascos no son ajenos a 
todo lo anterior. Es más, han pasado de ser meros espectadores en los procesos de 
toma de decisión, cuyos resultados debían de ejecutar sin rechistar, a participar acti-
vamente en los mismos. El Concierto Económico vigente reconoce dicha participa-
ción y finalmente se han articulado los cauces necesarios para que esto se lleve a 
cabo. Sin embargo, a juicio de los que nos dedicamos a la defensa y actualización del 
Concierto Económico así como a su aplicación práctica, estos siguen siendo insufi-
cientes y en cierta medida difusos en cuanto a los protocolos de actuación.

Hay quien cuestiona la participación de representantes vascos en los grupos de 
trabajo del ECOFIN por «innecesaria» en la medida en que el País Vasco forma parte 
del Estado español38. No podemos estar más en desacuerdo con estas voces. Resulta 
evidente, por una parte, que en la transferencia de competencias realizada por el Esta-
do español a la Unión con su adhesión al Tratado, también se produjo una cesión de 
la competencia fiscal foral del País Vasco y de Navarra, y, por otra, que si el ejercicio 
por parte de los Territorios Históricos de sus competencias fiscales puede llegar a pro-
ducir una violación del Derecho Comunitario imputable no al País Vasco sino al Esta-
do español, resulta imprescindible que el País Vasco pueda tomar parte en los proce-
sos de adopción y aplicación del Derecho Comunitario. Hace ya cuatro años que dicha 
participación se está llevando a cabo y, tanto desde el punto de vista político como téc-
nico, su valoración resulta altamente positiva para las instituciones vascas.

38   Los autores de este artículo representan a las Instituciones del País Vasco en los grupos de trabajo del 
ECOFIN.
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Sin embargo, la definición y concreción de la difusa articulación de la participa-
ción vasca en los grupos de trabajo de la OCDE resulta imprescindible en un mo-
mento como el actual e incluso el propio Estado español lo pone de manifiesto al 
convocar a representantes de las instituciones vascas a algunas de las reuniones del 
Foro de Competencia Fiscal Perjudicial. 

El éxito del Plan BEPS se basa fundamentalmente en el consenso, tanto político 
como técnico, tan necesario para el buen fin de la mayor parte de sus acciones y, en 
particular, de la acción número 15 que establece la necesidad de desarrollar un  ins-
trumento jurídico multilateral de alcance global fruto del acuerdo de todas las juris-
dicciones afectadas. Como hemos puesto de manifiesto, la Ley 25/2014, de 27 de no-
viembre, de Tratados y otros Acuerdos internacionales en su Disposición adicional 
sexta prevé la participación de las instituciones del País Vasco en la delegación espa-
ñola que negocie los tratados internacionales que tengan por ámbito sus derechos 
históricos. ¿Constituirá este el marco legal para nuestra participación en la negocia-
ción de este Convenio Multilateral? La gestación de dicho convenio se va a producir 
en el seno de un organismo internacional en el que la representación vasca no se en-
cuentra garantizada por no existir una previsión en el Concierto Económico a este 
fin. En materia fiscal y dada su naturaleza pactada, ¿no sería más apropiado que se 
incorporara una regulación expresa que complementase y concretase lo dispuesto en 
el artículo 4.Dos del Concierto Económico39?

Desgraciadamente nos seguimos encontrado con ejemplos recientes como las 
negociaciones del Acuerdo entre el Reino de España y los Estados Unidos de Améri-
ca para la mejora del cumplimiento fiscal internacional y la implementación de la 
Foreign Account Tax Compliance Act – FATCA (Ley de cumplimiento tributario de 
cuentas extranjeras), hecho en Madrid el 14 de mayo de 2013, en las que el País Vas-
co no ha tomado parte ya que no ha sido invitado, lo que ha originado importantes 
problemas para el cumplimiento de dicho Acuerdo en relación a los obligados a su-
ministrar dicha información sometidos a los sistemas tributarios de los Territorios 
Históricos. ¿No constituye esta negociación sin presencia vasca una clara vulnera-
ción por parte del Estado de lo dispuesto en el artículo 4.Dos del Concierto Econó-
mico? ¿Por qué el Estado sigue haciendo caso omiso de este precepto cuando cada 
vez es más evidente  que nuestra falta de participación resulta ser del todo inconve-
niente, obstaculizando el buen fin de los acuerdos internacionales alcanzados?

En definitiva, el papel que los gobiernos estatales han desempeñado en el orden 
fiscal internacional a través de sus sistemas nacionales está siendo cuestionado, revi-
sado y rediseñado. Paralelamente, la arquitectura de la fiscalidad internacional está 
renovando sus cimientos a fin de adecuar sus principios y finalidad a una economía 

39   Artículo 4. Dos: «El Estado arbitrará los mecanismos que permitan la colaboración de las 
Instituciones del País Vasco en los Acuerdos internacionales que incidan en la aplicación del presente 
Concierto Económico».
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global justa y equitativa para todos los operadores económicos y el grado de solidez 
de aquéllos depende de  la participación, del consenso y puede ser que incluso del 
sacrificio de los operadores económicos, de las organizaciones internacionales y de 
las jurisdicciones fiscales implicadas. Tras la lectura de las líneas precedentes espera-
mos haber convencido a nuestros pacientes lectores de que entre ellas también se 
encuentran los sistemas fiscales forales del País Vasco. En la medida en que se vayan 
alcanzando logros paulatinos en este sentido, estos deberán ser inmediatamente in-
corporados al Concierto Económico a fin de que los sistemas tributarios vascos res-
peten y apliquen las nuevas reglas de juego de la fiscalidad internacional que entre 
todos estamos construyendo.
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